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Tribunal de Transparencia y Acceso a la  
Información Pública 

 

 Resolución N° 000850-2025-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA 
   

Expediente : 05402-2024-JUS/TTAIP 
Impugnante : ANGEL ANDRES ARBAÑIL VILLAR 
Entidad : MUNICIPALIDAD METROPOLITANA DE LIMA 
Sumilla :  Declara fundado el recurso de apelación 
 
Miraflores, 19 de febrero de 2025  
 
VISTO el Expediente de Apelación N° 05402-2024-JUS/TTAIP de fecha 26 de diciembre 
de 2024, interpuesto por ANGEL ANDRES ARBAÑIL VILLAR contra la Carta N° 
D005511-2024-MML-OGSC-FREI, de fecha 20 de diciembre de 2024, mediante el cual 
la MUNICIPALIDAD METROPOLITANA DE LIMA brindó atención a la solicitud de 
acceso a la información pública de fecha 14 de diciembre de 2024, con registro N° 2024-
0257851. 
 
CONSIDERANDO:  
 
I. ANTECEDENTES 
 

Con fecha 14 de diciembre de 2024, el recurrente requirió se le remita la siguiente 
información a su correo electrónico: 
 

“1. El número total de plazas orgánicas presupuestadas para el año 2024 en la 
entidad. 
2. La distribución de dichas plazas entre personal nombrado y personal bajo 
contratos de servicios personales (SP) 
3. El número de plazas actualmente ocupadas y el número de vacantes 
disponibles.” 

 
Mediante la Carta N° D005511-2024-MML-OGSC-FREI, de fecha 20 de diciembre de 
2024, la entidad brindó atención a la solicitud del recurrente, adjuntando el 
Memorando N° D001831-2024-MML-OGA-OGRH, el cual señala lo siguiente: 
 

“(…) 
Sobre el particular, cabe señalar que a través Memorando N° D002654-2024-
MML-OGA-OGRH-AACP, de fecha 18.12.2024, el área de Administración y 
Control de Personal, con respecto al punto 1, cumple con remitir en formato 
Excel, la relación de plazas pertenecientes al año 2024 de esta Institución en el 
que se detalla los apellidos y nombres, fecha de ingreso, plaza, categoría, cargo 
y centro de costos. 
Asimismo, cabe mencionar que en relación al punto 2 y 3, la solicitud del 
administrado implica la elaboración de un informe, por lo que se debe considerar 
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el artículo 13º del T.U.O. la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública aprobado por Decreto Supremo Nº 021-2019-JUS que señala: “(…) La 
solicitud de información no implica la obligación de las entidades de la 
Administración Pública de crear o producir información con la que no cuente o 
no tenga obligación de contar al momento de efectuarse el pedido (…)”, por lo 
que lo requerido en dichos puntos no se enmarca en la normativa respectiva, no 
siendo posible su otorgamiento. (…)”. 

 
Con fecha 26 de diciembre de 2024, el recurrente interpuso el recurso de apelación 
materia de análisis ante esta instancia, al no estar conforme con la respuesta 
brindada respecto de los ítems 2 y 3 de la solicitud de acceso a la información, en los 
siguientes términos: 
 

“(…) 
IV. FUNDAMENTOS DE HECHO Y DERECHO 
1.Fundamentos de hecho 
(…) 
Mediante la Carta N° 05511-2024-MML-OGSC-FREI, recibí respuesta parcial 
respecto al punto 1, acompañada de un archivo en formato Excel con información 
sobre las plazas orgánicas presupuestadas. Sin embargo, respecto a los puntos 
2 y 3, la entidad alegó que la solicitud requería la "creación de nueva información" 
y se amparó en el artículo 13 del TUO de la Ley N° 27806 para denegar lo 
solicitado. 
Cabe señalar que, según el Aviso de Sinceramiento del Cuadro de Puestos de 
la Entidad (CPE) publicado en el portal de transparencia de la Municipalidad el 
14.02.2024 
(https://www.transparencia.gob.pe/enlaces/pte_transparencia_enlaces.aspx?id
_entidad=1434&id_tema=5&ver=D), la MML se encuentra en la tercera etapa del 
Proceso de Tránsito al Nuevo Régimen del Servicio Civil. En esta etapa, ya se 
ha consolidado la información sobre distribución de plazas y vacantes en el 
Cuadro de Puestos de la Entidad (CPE), un instrumento de gestión obligatorio”.  

 
En ese sentido, el pronunciamiento de esta instancia se limitará a los aspectos 
cuestionados por el recurrente en su recurso de apelación, vale decir: 
 

“(…) 2.  La distribución de dichas plazas entre personal nombrado y personal bajo 
contratos de servicios personales (SP) 
3. El número de plazas actualmente ocupadas y el número de vacantes 
disponibles.” 

 
Mediante la Resolución N° 000131-2025-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA de fecha 09 
de enero de 20251, se admitió el citado recurso de apelación, requiriendo a la entidad 
la remisión del expediente administrativo generado para la atención de la solicitud del 
recurrente, así como la formulación de sus descargos. 
 
Con Oficio N° D000035-2025-MML-OGSC-FREI, ingresado a esta instancia con 
fecha 03 de febrero de 2025, la entidad remitió el expediente administrativo generado 
para la atención de la solicitud de acceso a la información pública del recurrente; 
además, presentó sus descargos mediante el Memorando N° D000126-2025-MML-
OGA-OGRH, reafirmándose en la respuesta brindada. 
 
 

                                                           
1  Resolución notificada con fecha 27 de enero de 2025, conforme la información proporcionada por la Secretaría 

Técnica de esta instancia. 

https://www.transparencia.gob.pe/enlaces/pte_transparencia_enlaces.aspx?id_entidad=1434&id_tema=5&ver=D
https://www.transparencia.gob.pe/enlaces/pte_transparencia_enlaces.aspx?id_entidad=1434&id_tema=5&ver=D
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ll. ANÁLISIS 
 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera 
y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga 
el pedido, con excepción de aquellas informaciones que afectan la intimidad personal 
y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
En este marco, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo 
N° 021-2019-JUS2, establece que toda información que posea el Estado se presume 
pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las entidades la obligación de entregar 
la información que demanden las personas en aplicación del principio de publicidad. 
 
Por su parte, el artículo 10 de la Ley de Transparencia establece que las entidades 
de la Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida 
si se refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control; asimismo, 
para los efectos de la referida ley, se considera como información pública cualquier 
tipo de documentación financiada por el presupuesto público que sirva de base a una 
decisión de naturaleza administrativa, así como las actas de reuniones oficiales. 
 
Cabe anotar que el segundo párrafo del artículo 13 de la Ley de Transparencia, 
establece que la denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser 
fundamentada por las excepciones de ley, agregando el primer párrafo del artículo 
18 de la referida norma que las excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 
del mismo texto son los únicos supuestos en los que se puede limitar el derecho al 
acceso a la información pública, por lo que deben ser interpretadas de manera 
restrictiva por tratarse de una limitación a un derecho fundamental. 
 
Finalmente, el artículo 4 del Reglamento de la Ley N° 27806, Ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo N° 007-2024-
JUS3, señala que cuando se denegara el acceso a la información requerida por 
considerar que no tiene carácter público, las entidades de la Administración Pública 
deberán hacerlo especificando la causal legal invocada. 
 
2.1. Materia en discusión 

 
De autos se aprecia que la controversia consiste en determinar si la solicitud de 
acceso a la información pública presentada por el recurrente fue atendida de 
acuerdo a ley. 
 

2.2. Evaluación 
 
De conformidad con el artículo 3 de la Ley de Transparencia, que recoge el 
principio de publicidad, toda la información que posea el Estado se presume 
pública y, por ende, la entidad está obligada a entregarla, salvo que esta se 
encuentre comprendida en las excepciones mencionadas en dicha norma. 
 
En dicho contexto, en el Fundamento 27 de la sentencia recaída en el Expediente 
N° 00005-2013-PI/TC, el Tribunal Constitucional sostuvo que el derecho al 

                                                           
2  En adelante, Ley de Transparencia. 
3  En adelante, Reglamento de la Ley de Transparencia. 
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acceso a la información pública es un derecho fundamental reconocido 
expresamente por la Constitución, que faculta a cualquier persona a solicitar y 
acceder a la información en poder de la Administración Pública, salvo las 
limitaciones expresamente indicadas en la ley. 

 
En la misma línea, el Tribunal Constitucional señaló en el Fundamento 5 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 3035-2012-PHD/TC, que: “De acuerdo 
con el principio de máxima divulgación, la publicidad en la actuación de los 
poderes públicos constituye la regla y el secreto, cuando cuente con cobertura 
constitucional, la excepción, de ahí que las excepciones al derecho de acceso a 
la información pública deben ser interpretadas de manera restrictiva y 
encontrarse debidamente fundamentadas”. 
 
Teniendo en cuenta ello, el Tribunal Constitucional precisó que le corresponde a 
las entidades acreditar la necesidad de mantener en reserva la información que 
haya sido solicitada por el ciudadano, conforme se advierte del último párrafo del 
Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 2579-2003-HD/TC: 
 
“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 
traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe un 
bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique que se 
mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información pública solicitada 
y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir efectivamente al 
interés constitucional que la justifica. De manera que, si el Estado no justifica la 
existencia del apremiante interés público para negar el acceso a la información, 
la presunción que recae sobre la norma o acto debe efectivizarse y, en esa 
medida, confirmarse su inconstitucionalidad; pero también significa que la carga 
de la prueba acerca de la necesidad de mantener en reserva el acceso a la 
información ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado” (subrayado 
agregado). 
 
En ese sentido, de los pronunciamientos efectuados por el Tribunal 
Constitucional antes citados, se infiere que toda información que posean las 
entidades de la Administración Pública es de acceso público; y, en caso dicha 
información corresponda a un supuesto de excepción previsto en los artículos 15 
a 17 de la Ley de Transparencia, o en algún otro supuesto legal, constituye deber 
de las entidades acreditar dicha condición, debido a que poseen la carga de la 
prueba. 
 
Además, resulta pertinente traer a colación lo dispuesto en el artículo 26 de la 
Ley N° 27972, Ley Orgánica de Municipalidades, al señalar que “La 
administración municipal adopta una estructura gerencial sustentándose en 
principios de programación, dirección, ejecución, supervisión, control 
concurrente y posterior. Se rige por los principios de legalidad, economía, 
transparencia, simplicidad, eficacia, eficiencia, participación y seguridad 
ciudadana, y por los contenidos en la Ley Nº 27444 (…)” (subrayado nuestro), 
estableciendo de ese modo que uno de los principios rectores de la gestión 
municipal es el principio de transparencia. 
 
Asimismo, la parte in fine del artículo 118 del mismo cuerpo normativo establece 
que “El vecino tiene derecho a ser informado respecto a la gestión municipal y a 
solicitar la información que considere necesaria, sin expresión de causa; dicha 
información debe ser proporcionada, bajo responsabilidad, de conformidad con 
la ley en la materia” (subrayado nuestro). 
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Siendo ello así, la transparencia y la publicidad son principios que rigen la gestión 
de los gobiernos locales, de modo que la documentación que la entidad posea, 
administre o haya generado como consecuencia del ejercicio de sus facultades, 
atribuciones o el cumplimiento de sus obligaciones, sin importar su origen, 
utilización o el medio en el que se contenga o almacene, constituye información 
de naturaleza pública. 
 
De autos se observa que el recurrente solicitó se le remita la siguiente 
información: “1. El número total de plazas orgánicas presupuestadas para el año 
2024 en la entidad. 2. La distribución de dichas plazas entre personal nombrado 
y personal bajo contratos de servicios personales (SP) 3. El número de plazas 
actualmente ocupadas y el número de vacantes disponibles” detallada en los 
antecedentes de la presente resolución; y la entidad, mediante la Carta N° 
D005511-2024-MML-OGSC-FREI,  brindó la documentación solicitada en el ítem 
1 de la solicitud, y denegó los ítems 2 y 3, al considerar que dicha información 
implica la elaboración de un informe y su petitorio no se enmarca dentro del 
derecho de acceso a la información, según lo regulado en el artículo 13 de la Ley 
de Transparencia. Ante ello, el recurrente presentó su recurso de apelación, al 
no estar conforme con la respuesta brindada respecto de los ítems 2 y 3 de la 
solicitud de acceso; y la entidad presentó descargos, reafirmándose en la 
respuesta brindada al recurrente. 
 
Al respecto, teniendo en cuenta el petitorio de la solicitud en los ítems 2 y 3, es 
oportuno señalar que el artículo 10 de la Ley de Transparencia establece que las 
entidades de la Administración Pública tienen la obligación de proveer la 
información requerida si se refiere a la contenida en documentos escritos, 
fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital, o en cualquier otro formato, 
siempre que haya sido creada u obtenida por ella o que se encuentre en su 
posesión o bajo su control. 
 
En dicha línea, el tercer párrafo del artículo 13 de dicha norma establece que la 
solicitud de información no implica la obligación de las entidades de la 
Administración Pública de crear o producir información con la que no cuente o 
no tenga obligación de contar al momento de efectuarse el pedido, en tal sentido, 
efectuando una interpretación contrario sensu, es perfectamente válido inferir 
que la Administración Pública tiene el deber de entregar la información con la 
que cuenta o aquella que se encuentra obligada a contar. 
 
En el mismo sentido, conforme al cuarto párrafo de la misma norma, el derecho 
de acceso a la información pública “no faculta que los solicitantes exijan a las 
entidades que efectúen evaluaciones o análisis de la información que posean”. 
Asimismo, indica dicha norma que “no califica en esta limitación el procesamiento 
de datos preexistentes de acuerdo con lo que establezcan las normas 
reglamentarias, salvo que ello implique recolectar o generar nuevos datos”. 
 
Finalmente, el artículo 32 del Reglamento de la Ley de Transparencia, establece 
que el procesamiento de datos preexistente consiste en la presentación de la 
información bajo cualquier forma de clasificación, agrupación o similar que 
permita su utilización, y que dicho procesamiento debe estar disponible por 
mandato legal o que lo esté porque la información de hecho exista en una base 
de datos electrónica. 
 
Conforme a las normas citadas, el derecho de acceso a la información pública 
solo implica la obligación de la entidad de entregar la información con la que 
cuente o se encuentre obligada a contar, por lo que no tiene el deber de crear 
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información, ni efectuar análisis o evaluaciones de la información con la que 
cuenta.  
 
No obstante ello, dicha normativa ha establecido un supuesto en el cual es 
posible que la entidad entregue información que suponga una agrupación de la 
misma, bajo algún criterio de clasificación, supuesto al que ha denominado 
“procesamiento de datos preexistentes”. Sin embargo, ha sujetado la aplicación 
de dicho procesamiento por parte de una entidad a dos condiciones: i) que dicho 
procesamiento se efectúe en base a “datos preexistentes”, es decir, que no 
tengan que recolectarse o generarse nuevos datos para que pueda realizarse el 
procesamiento de información; y, ii) que dicho procesamiento se realice 
conforme a lo indicado en la norma reglamentaria correspondiente, la cual en 
este caso ha establecido que para que se realice dicho procesamiento la entidad 
debe contar o estar obligada a contar con una base de datos electrónica a partir 
de la cual pueda efectuar dicha operación.  
 
Es decir, en los casos en que el solicitante pretenda acceder a información 
agrupada bajo determinados criterios de clasificación, la entidad debe entregarla 
siempre que cuente o se encuentre obligada a contar con una base de datos 
electrónica de la cual pueda extraer la información solicitada, y siempre que 
dicho procesamiento de información no suponga la recolección o generación de 
nueva información.  
 
Sobre el particular, se aprecia que el recurrente requirió información agrupada 
conforme a determinados criterios. Al respecto, debe tenerse en consideración 
lo señalado por el Tribunal Constitucional en los Fundamentos del 5 al 8 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 05021-2016-PHD/TC, el cual señala: 
 
“(…) 
5. Ahora bien, queda claro, a partir del estudio de lo solicitado que aquí la 

controversia gira en torno a determinar si, como parte del derecho de acceso 
a la información pública, es posible solicitarle a las entidades que entreguen 
"listas" o "relaciones" nominales que contengan información pública, o si, por 
el contrario, su elaboración debe considerarse como formas de generar 
nueva información. Por ende, se trataría de información que inicialmente las 
entidades no deberían preparar ni entregar. 

6.  Al respecto, este Tribunal considera que recae en las entidades públicas un 
"deber de diligencia", cuando menos, en lo que concierne al tratamiento, el 
procesamiento y la conservación de la información pública, tanto la que 
produce la propia entidad, como aquella que posee por otras razones. Con 
base en este deber (al cual se alude también, por ejemplo, en la STC Exp. 
n.° 07675-2013- PHD, f. j. 12), las entidades tienen una responsabilidad 
mínima en el debido procesamiento de la información que posee, de tal 
forma que no se justificaría, por ejemplo, considerar como "elaborar 
información nueva" o "procesar información" cuando se trata de listados o 
relaciones con información que, razonablemente, se entiende que una 
entidad debe tener organizada, enlistada o procesada, con base a su deber 
de diligencia. 

7.  A juicio de este Tribunal, en el presente caso, el recurrente está 
solicitando una información pública que no se encuentra referida al 
"deber de diligencia" que podría exigirse a la demandada. Dicho con 
otras palabras, no representa una información con la que debería contar 
la entidad demandada, por lo cual la demanda debe ser desestimada. 

8.  En efecto, del estudio de lo solicitado por el recurrente, queda claro que la 
información requerida generaría la obligación de producir una base de datos 
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distinta a la que posee la demandada y que sea capaz de contener el 
numeroso contenido que el actor demanda, lo cual resulta manifiestamente 
irrazonable”. (Subrayado y resaltado agregado) 

 
En tal sentido, en el caso que la entidad no cuente o no tenga la obligación de 
contar con una base de datos electrónica de la cual pueda extraer la información 
solicitada, o que el procesamiento de datos suponga la necesidad de recolectar 
o generar nuevos datos, deberá informar de manera clara y precisa al recurrente 
la ausencia de alguna de estas condiciones para efectuar el aludido 
procesamiento de datos preexistente, en la medida que es obligación de la 
entidad motivar debidamente la denegatoria de la solicitud de información. 
 
Sin perjuicio de lo antes mencionado, cabe la posibilidad de que eventualmente 
la documentación que contenga la información solicitada pueda contar también 
con información protegida por las excepciones contempladas en la Ley de 
Transparencia. En cuanto a ello, de manera ilustrativa, con relación a la 
protección de información de naturaleza íntima, el Tribunal Constitucional en los 
Fundamentos 6, 7, 8 y 9 de la sentencia recaída en el Expediente N° 04872-
2016-PHD/TC, analizó la entrega de la ficha personal de una servidora pública, 
documento que contiene información de carácter público como son los estudios, 
especializaciones y capacitaciones realizadas, así como datos de carácter 
privado, entre otros, los datos de individualización y contacto, siendo posible 
tachar éstos últimos y de esa forma garantizar el acceso de la información a los 
ciudadanos, conforme el siguiente texto: 

 
“(…) 
6. De autos se advierte que la ficha personal requerida contiene tanto 

información de carácter privado como información de carácter 
público. En efecto, mientras que la información de carácter privado 
se refiere a datos de individualización y contacto del sujeto a quien 
pertenece la ficha personal; la información de carácter público 
contenida en el referido documento abarca datos que fueron 
relevantes para contratarla, tales como el área o sección en la que la 
persona ha desempeñado funciones en la Administración Pública; la 
modalidad contractual a través de la cual se le ha contratado; así 
como los estudios, especializaciones y capacitaciones realizadas. 

7.  No solamente no existe razón para limitar la entrega de información 
referida a las cualificaciones relevantes que fueron decisivas para la 
contratación de un empleado en la Administración Pública, sino que, 
hacerlo, desincentivar la participación ciudadana en la fiscalización 
de la idoneidad del personal que ingresa a ella. 

8. Al respecto, no puede soslayarse que la ciudadanía tiene interés en 
contar con personal cualificado en la Administración Pública, por lo 
que impedirle el acceso a información relativa a las cualidades 
profesionales que justificaron la contratación del personal que ha 
ingresado a laborar en dicha Administración Pública, no tiene 
sentido. En todo caso, la sola existencia de información de carácter 
privado dentro de un documento donde también existe información 
de carácter público no justifica de ninguna manera negar, a rajatabla, 
su difusión.  

9.  Atendiendo a lo previamente expuesto, es perfectamente posible 
satisfacer el derecho que tiene la ciudadanía de acceder a la 
información de carácter público de quienes laboran dentro de la 
Administración Pública y, al mismo tiempo, proteger la información 
de carácter privado de dichas personas, tachando lo concerniente, 
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por ejemplo, a los datos de contacto, pues con ello se impide su 
divulgación. Por consiguiente, corresponde la entrega de lo 
peticionado, previo pago del costo de reproducción”. (Subrayado 
agregado) 

 
En atención a lo expuesto, cabe destacar que en caso de existir en un 
documento información pública y privada, esta última debe separarse o tacharse 
a fin de facilitar la entrega de la información pública que forma parte del 
documento, ello acorde con el artículo 194 de la Ley de Transparencia 
 
Por lo tanto, corresponde estimar el recurso de apelación interpuesto por el 
recurrente y ordenar la entrega de la información requerida en el modo solicitado; 
tachando los datos personales de individualización y contacto de personas 
naturales que se encuentren en la información requerida, de conformidad con el 
numeral 5 del artículo 175 y el artículo 196 de la Ley de Transparencia; o, en el 
caso que la entidad no cuente o no tenga la obligación de contar con una base 
de datos electrónica de la cual pueda extraer la información solicitada, o que el 
procesamiento de datos suponga la necesidad de recolectar o generar nuevos 
datos, deberá informar de manera clara y precisa al recurrente la ausencia de 
alguna de estas condiciones para efectuar el aludido procesamiento de datos 
preexistente, en la medida que es obligación de la entidad motivar debidamente 
la denegatoria de la solicitud de información  
 

Finalmente, de conformidad con los artículos 54 y 57 del Reglamento de la Ley de 
Transparencia, en aplicación de la Ley N° 30016, Ley del Servicio Civil, corresponde a 
cada entidad determinar la responsabilidad en que eventualmente hubieran incurrido 
sus funcionarios y/o servidores por la comisión de presuntas conductas infractoras a las 
normas de transparencia y acceso a la información pública. 
 
Que, en virtud al descanso físico de la Vocal Titular de la Segunda Sala, Vanessa Luyo 
Cruzado del 19 al 20 de febrero del 2025, interviene el Vocal Titular de la Primera Sala 
de esta instancia Luis Guillermo Agurto Villegas, de conformidad con lo dispuesto en la 
Resolución N° 031200252020, de fecha 6 de agosto de 2020, la que señaló el criterio 
de reemplazo en el caso de vacaciones de un vocal7, y la Resolución N° 000004-2023-
JUS/TTAIP-PRESIDENCIA, de fecha 23 de marzo de 2023, la que estableció el orden 
de antigüedad de los vocales del Tribunal de acuerdo a la fecha de su colegiatura8; 
 

                                                           
4  “Artículo 19.- Información parcial 
      En caso de que un documento contenga, en forma parcial, información que, conforme a los artículos 15, 16 y 17 de 

esta Ley, no sea de acceso público, la entidad de la Administración Pública deberá permitir el acceso a la información 
disponible del documento”. 

5  “Artículo 17.- Excepciones al ejercicio del derecho: Información confidencial 
El derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido respecto de lo siguiente: 
(…) 5. La información referida a los datos personales cuya publicidad constituya una invasión de la intimidad personal 
y familiar. La información referida a la salud personal, se considera comprendida dentro de la intimidad personal. En 
este caso, sólo el juez puede ordenar la publicación sin perjuicio de lo establecido en el inciso 5 del artículo 2 de la 
Constitución Política del Estado”. 

6  “Artículo 19.- Información parcial 
En caso de que un documento contenga, en forma parcial, información que, conforme a los artículos 15, 16 y 17 de 
esta Ley, no sea de acceso público, la entidad de la Administración Pública deberá permitir el acceso a la información 
disponible del documento”. 

7  En esta resolución se consigna el Acuerdo de Sala Plena de fecha 3 de agosto de 2020, conforme al cual en el caso 
de vacaciones de un vocal: “El reemplazo se realiza según el criterio de antigüedad, iniciando con el Vocal de la otra 
Sala con la colegiatura más antigua hasta completar un período de treinta (30) días calendario, consecutivos o no, 
con independencia del Vocal o Vocales reemplazados. Una vez completado el referido período, corresponderá el 
siguiente reemplazo con el Vocal que le sigue en mayor antigüedad de colegiatura y así sucesivamente”.  

8  Conforme a dicha resolución en el caso de los vocales de la Primera Sala, dicho orden de antigüedad es el siguiente: 
vocal Luis Guillermo Agurto Villegas, vocal Segundo Ulises Zamora Barboza y vocal Tatiana Azucena Valverde 
Alvarado. 
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De conformidad con lo previsto por el artículo 6 y el numeral 1 del artículo 7 del Decreto 
Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección 
de Datos Personales y la Regulación de la Gestión de Intereses; 
 
SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación presentado por ANGEL 
ANDRES ARBAÑIL VILLAR; en consecuencia, ORDENAR a la MUNICIPALIDAD 
METROPOLITANA DE LIMA que entregue al recurrente la información pública 
solicitada, conforme a los argumentos expuestos en la parte considerativa de la presente 
resolución. 
 
Artículo 2.- SOLICITAR a la MUNICIPALIDAD METROPOLITANA DE LIMA que, en 
un plazo máximo de siete (7) días hábiles, acredite a esta instancia el cumplimiento de 
lo dispuesto en la presente resolución.   
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS. 
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a ANGEL 
ANDRES ARBAÑIL VILLAR y a la MUNICIPALIDAD METROPOLITANA DE LIMA de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la norma antes indicada. 
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Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe). 
  
 
 

 
 

 
JOHAN LEÓN FLORIÁN 

Vocal Presidente        
                    
 

                                                                                              
      LUIS AGURTO VILLEGAS                                         VANESA VERA MUENTE                    
          Vocal                                                            Vocal 

 
 
 

 
 
vp: lav 

http://www.minjus.gob.pe/

